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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / CAUSALES GENERALES Y ESPECIFICAS DE PROCEDENCIA / SUBSIDIARIEDAD DE LA ACCIÓN E INEXISTENCIA FÁCTICA

ACCIÓN DE TUTELA – Causales generales y específicas de procedencia de la acción contra providencia judicial.

… Sobre ellas, en las sentencias SU-222/16, SU573/17, SU-004/18, reiteradas en las sentencias T-075/19, T-053/20, SU128/21, y más recientemente en la T-042/24 todas aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución.

INEXISTENCIA FÁCTICA – Genera improcedencia de la acción.

… la parte actora hizo un inadecuado uso de los medios judiciales que tenía a su disposición para revertir en el curso ordinario del juicio lo que aquí califica como equivocado, pues dicha providencia podía ser refutada… De otro lado, refirió el accionante que tuvo problemas con el acceso a la página web de la rama judicial, situación que, indica, le frustró la posibilidad de interponer el recurso de reposición contra la providencia dentro del término legal; sin embargo, es evidente que no tiene más soporte que su sola afirmación, pues ninguna prueba aportó, ni siquiera sumaria, que demostrara los supuestos inconvenientes tecnológicos que presentó. Y aun si así hubiera ocurrido, es cuestión que también debe ventilar ante el juzgado, pues no se advierte ninguna solicitud suya tendiente a corregirlos y a provocar una decisión del funcionario en ese sentido que eventualmente pueda ser sometida a la revisión del juez constitucional… Esa omisión se traduce en improcedencia de la acción de tutela por inexistencia fáctica, dado que sin una solicitud al juzgado ninguna omisión puede endilgársele.

[image: image1.jpg]Rama Judicial
Consejo Superior de la Judicatura

Republica de Colombia




[image: image2.png]‘/‘\-’
e L —

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA CIVIL - FAMILIA




ST2-0012-2025
Asunto

: Sentencia de Tutela en Segunda Instancia


Accionante

: Hugo Torres Rojas
Accionado
: Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira
Procedencia
: Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, R.

Radicación

: 66001-31-03-003-2024-00302-01 (4881)
Temas


: Acción de tutela contra providencia judicial. 
Mag. sustanciador
: Jaime Alberto Saraza Naranjo
Aprobada en sesión
:  21 del 27 de enero de 2025
veintisiete (27) de enero de dos mil veinticinco (2025)
Resuelve la Sala la impugnación elevada contra la sentencia del 26 de noviembre de 2024, proferida por el Juzgado Tercero Civil de Circuito de Pereira en esta acción de tutela formulada por Hugo Torres Rojas contra el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira, a la que fue vinculada la señora Claudia Isabel Gallego Yepez. 

1. Antecedentes

1.1. Narró el accionante que, dentro del proceso ejecutivo con radicado 2020-00616-00 que se adelanta ante el despacho accionado, en el que actúa como ejecutante, se decretó el desistimiento tácito mediante proveído del 19 de junio de 2024 con fundamento en el art. 317 del CGP numeral 2, decisión que quedó en firme dado que “por diferentes cambios en la forma de notificaciones electrónicas ha sufrido la administración de justicia, tarde se enteró el ejecutante para recurrir dicho auto”.

Aseguró que el juzgado encausado omitió resolver una solicitud presentada el 27 de julio de 2023 con la que pretendía materializar la medida cautelar decretada y la reliquidación del crédito.

Considera que esta última actuación interrumpió el término establecido en el Art. 317 del CGP.
Pidió, entonces, que se proteja su derecho al debido proceso y, en consecuencia, se le ordene al despacho dejar sin efectos la providencia del 19 de junio de 2024
. 
1.2. En primera instancia, se dio impulso a la acción con auto del 13 de noviembre de 2024.
 
1.3. El Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira, remitió el enlace para acceder al proceso con radicado 660014003007-2020-00616-00, además, mencionó que el accionante no propuso recurso alguno contra la providencia dictada el 19 de junio de 2024.
1.4. Sobrevino el fallo de primera instancia que declaró improcedente el amparo, comoquiera que el accionante no hizo uso de los mecanismos judiciales que tenía a su disposición para lograr su cometido
. 

1.5. Este impugnó 
 y adujo que “la procedencia de la acción se da en el momento mismo en que ya no exista ningún mecanismo ordinario al cual se pueda concurrir, también, se hace menester estudiar el daño irreparable, el cual versa sobre un derecho patrimonial, en ese sentido, abordar entonces si el despacho accionado incurrió en i) Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido ii) Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión”.
Por último, agregó que, precisamente acudió a este mecanismo constitucional, porque no puede recurrir la decisión adoptada por el juzgado encausado, ya que el recurso de reposición seria extemporáneo. 
2. Consideraciones
2.1. La Constitución de 1991 instituyó la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos. 
Acude en esta oportunidad el accionante para la protección de su derecho fundamental al debido proceso, presuntamente vulnerado por la autoridad accionada que decretó la terminación del proceso ejecutivo en el que él es demandante por haberse cumplido la figura del desistimiento tácito.
2.2. Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la improcedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan hoy, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones.

Sobre ellas, en las sentencias SU-222/16, SU573/17, SU-004/18, reiteradas en las sentencias T-075/19, T-053/20, SU128/21, y más recientemente en la T-042/24 todas aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 
2.3. Sobre los requisitos de procedencia de la presente acción, se tiene lo siguiente:  

Se cumple la legitimación en la causa por activa dado que el accionante actúa como ejecutante en el proceso en cuestión, y lo mismo sucede por pasiva, porque el juzgado encausado conoce de ese juicio. 

La inmediatez está satisfecha, comoquiera que la decisión que se pretende derruir data del 19 de junio de 2024
, y esta tutela se formuló el 13 de noviembre de 2024, esto es, dentro del plazo de 6 meses, que, como razonable, tiene establecido la Corte Constitucional
.
2.4. Sin embargo, es patente que se incumple la subsidiariedad, es decir, que antes de acudir a este sendero, propusiera, sin resultados favorables, los mecanismos ordinarios de defensa que tenía a su alcance. 
Así se afirma, porque con auto del 19 de junio de 2024 el juzgado accionado decidió terminar el proceso por desistimiento tácito y contra esa decisión no se presentó ningún recurso; en cambio, el accionante optó por radicar esta acción de tutela.

Resulta necesario traer a colación lo dispuesto por el artículo 318 del Código General del Proceso, el cual reza:

“Salvo norma en contrario, el recurso de reposición procede contra los autos que dicte el juez, contra los del magistrado sustanciador no susceptibles de súplica y contra los de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, para que se reformen o revoquen.
El recurso de reposición no procede contra los autos que resuelvan un recurso de apelación, una súplica o una queja (…)” (subrayas por fuera del texto original).

De lo anterior, se desprende que la parte actora hizo un inadecuado uso de los medios judiciales que tenía a su disposición para revertir en el curso ordinario del juicio lo que aquí califica como equivocado, pues dicha providencia podía ser refutada. 

De otro lado, refirió el accionante que tuvo problemas con el acceso a la página web de la rama judicial, situación que, indica, le frustró la posibilidad de interponer el recurso de reposición contra la providencia dentro del término legal; sin embargo, es evidente que no tiene más soporte que su sola afirmación, pues ninguna prueba aportó, ni siquiera sumaria, que demostrara los supuestos inconvenientes tecnológicos que presentó. Y aun si así hubiera ocurrido, es cuestión que también debe ventilar ante el juzgado, pues no se advierte ninguna solicitud suya tendiente a corregirlos y a provocar una decisión del funcionario en ese sentido que eventualmente pueda ser sometida a la revisión del juez constitucional. 
Esa omisión se traduce en improcedencia de la acción de tutela por inexistencia fáctica, dado que sin una solicitud al juzgado ninguna omisión puede endilgársele
Además, tienen dicho la Corte Constitucional
 y la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, como también esta Corporación
, en criterio ahora unánime, que “(…) la improcedencia por falta de acción u omisión (de una acción de tutela) ocurre cuando: (i) No hay petición o se resolvió antes de presentar el amparo; y, (ii) La decisión cuestionada es inexistente. Criterio que aplica en amparos contra despachos judiciales.”
.
Todo lo anterior significa que se incumple el requisito de la subsidiariedad que gobierna la acción de tutela, pues es notorio que el demandante pretende, por este medio de defensa, revivir etapas procesales en las cuales dejó de emplear de manera oportuna los recursos previstos en el ordenamiento jurídico. 
2.5. Por lo expuesto, se confirmará la sentencia impugnada, en la que se declaró improcedente el amparo. 

3. Decisión
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley CONFIRMA la sentencia impugnada.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada, remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CARLOS MAURICIO GARCÍA BARAJAS    

DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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